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BORRADOR DE ANTEPROYECTO DE LEY POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY 43/2003, DE 21 DE NOVIEMBRE, DE MONTES

Artículo único.- Modificación de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes.

La Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes, queda modificada en los siguientes términos:

1. El artículo 7.1.a) queda redactado en los siguientes términos:

a) La gestión de los montes afectados al ejercicio de competencias estatales, adscritos a servicios públicos gestionados por la Administración del Estado o que formen parte del Patrimonio Nacional.

2. Los apartados c), g) y h) del artículo 7.2 quedan redactados en los siguientes términos:

c) El establecimiento de las directrices comunes para la normalización de los medios materiales de extinción de incendios forestales en todo el territorio español, así como el despliegue de medios estatales de apoyo a las comunidades autónomas, para completar la cobertura de los montes contra incendios.
g) La elaboración de la normativa básica de ordenación y aprovechamiento de montes.

h) Las actuaciones de restauración hidrológico-forestal en cuencas hidrográficas que excedan el ámbito territorial de una comunidad autónoma.

3. El artículo 7.3.b) queda redactado en los siguientes términos:

b) La recopilación y comunicación a los órganos comunitarios, de los datos obtenidos por las comunidades autónomas en su ámbito territorial, procedentes de las parcelas de las redes europeas para el seguimiento de las interacciones del monte con el medio ambiente.

4. Se añade un nuevo artículo 12 bis, que tendrá la siguiente redacción:

Artículo 12 bis. Montes protectores y montes protegidos.

Por razón de sus especiales características, los montes podrán clasificarse en protectores y protegidos, de conformidad con lo establecido en el Capítulo IV bis de esta ley.
5. El artículo 13 queda redactado en los siguientes términos:

A partir de la entrada en vigor de esta ley, las comunidades autónomas podrán incluir en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública los montes públicos comprendidos en alguno de los siguientes supuestos:

a) Que hayan sido declarados montes protectores o protegidos, de acuerdo con lo establecido por los artículos 24 y 24 bis de esta ley.

b) Los que sin reunir plenamente en su estado actual las características de los montes protectores o protegidos, sean destinados a la repoblación o mejora forestal con los fines de protección de aquéllos.

c) Aquellos otros que establezca la comunidad autónoma en su legislación.

6. El artículo 18.4 queda redactado en los siguientes términos:

4. Cuando un monte catalogado se halle afectado por expediente del cual pueda derivarse otra declaración de demanialidad distinta de la forestal, y sin perjuicio de lo que, en su caso, disponga la declaración de impacto ambiental, las Administraciones competentes buscarán cauces de cooperación al objeto de determinar cuál de tales declaraciones debe prevalecer.

En el supuesto de discrepancia entre las Administraciones, resolverá, según la Administración que haya tramitado el expediente, el Consejo de Ministros o el órgano que la comunidad autónoma determine. En el caso de que ambas fueran compatibles, la Administración que haya gestionado el expediente tramitará, en pieza separada, expediente de concurrencia, a fin de armonizar el doble carácter demanial.

Cuando se trate de montes afectados por obras o actuaciones de interés general del Estado, resolverá el Consejo de Ministros.

7. El apartado 2 del artículo 21 queda suprimido.

8. El apartado 7 del artículo 21 queda redactado como sigue:

7. La resolución será recurrible por las personas afectadas ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, una vez agotada la vía administrativa, por razones de competencia o procedimiento, y ante la jurisdicción ordinaria si lo que se discute es el dominio, la posesión o cualquier otro derecho real.
9. Se añade al Título II un nuevo Capítulo IV bis, con la rúbrica “RÉGIMEN DE LOS MONTES PROTECTORES Y MONTES PROTEGIDOS”, compuesto por los artículos 24, que se modifica en los términos que a continuación se indican, y los nuevos artículos 24 bis, 24 ter, y 24 quater, que tendrán la siguiente redacción.
Artículo 24. Declaración de montes protectores

1. Podrán ser declarados protectores aquellos montes o terrenos forestales de titularidad  pública o privada que se hallen comprendidos en alguno de los siguientes casos:

a) Los situados en cabeceras de cuencas hidrográficas y aquellos otros que contribuyan decisivamente a la regulación del régimen hidrológico, evitando o reduciendo aludes, riadas e inundaciones, y defendiendo poblaciones, cultivos o infraestructuras.

b) Que se encuentren en las áreas de actuación prioritaria para los trabajos de conservación de suelos frente a procesos de erosión y de corrección hidrológico-forestal y, en especial, las dunas continentales.

c) Que eviten o reduzcan los desprendimientos de tierras o rocas y el aterramiento de embalses y aquellos que protejan cultivos e infraestructuras contra el viento.

d) Que se encuentren en los perímetros de protección de las captaciones  superficiales y subterráneas de agua.

e) Que se encuentren formando parte de aquellos tramos fluviales de interés ambiental incluidos en los Planes Hidrológicos de cuencas.

f) Que estén situados en áreas forestales declaradas de interés general para la protección  o que posean un Plan de Ordenación de Recursos Naturales o un Plan de Ordenación de Recursos Forestales, de conformidad con lo dispuesto en el artículo  31 de ésta Ley. 

g) Aquellos otros que se determinen por la legislación autonómica.

2. La declaración de monte protector se hará por la Administración de la Comunidad Autónoma correspondiente, previo expediente en el que, en todo caso, deberán ser oídos los propietarios y la entidad local donde radiquen. Igual procedimiento se seguirá para la desclasificación una vez que las circunstancias que determinaron su inclusión hubieren desaparecido.

Artículo 24 bis. Declaración de montes protegidos

1. Podrán ser declarados montes protegidos, los montes de titularidad pública o privada que presenten las siguientes características:

a) Que contribuyan a la conservación de la diversidad biológica, a través del mantenimiento de los sistemas ecológicos, la protección de la flora y la fauna, o la preservación de la diversidad genética. 

b) Que constituyan o formen parte de espacios naturales protegidos, áreas de la Red Natura 2000, reservas de la biosfera u otras figuras legales de protección, o se encuentren en sus zonas de influencia, así como los que constituyan elementos relevantes del paisaje.

c) Que estén incluidos dentro de las Zonas de Peligro conforme a lo establecido en el artículo 48 de esta ley. 

d) Aquellos otros que se determinen por la legislación  autonómica.

2. La declaración de monte protegido se hará por la Administración Forestal de la Comunidad Autónoma correspondiente, previo expediente en el que, en todo caso, deberán ser oídos los propietarios y la entidad local donde radiquen. Igual procedimiento se seguirá para la desclasificación una vez que las circunstancias que determinaron su inclusión hubieren desaparecido.

Artículo  24 ter.
Registros de Montes Protectores y de Montes  Protegidos.

1. Las comunidades autónomas podrán crear Registros de Montes Protectores y de Montes Protegidos como registros públicos de carácter administrativo.

2. En los Registros de Montes Protectores y  de Montes Protegidos constarán las cargas, gravámenes y demás derechos reales que soporten los montes incluidos en los mismos. 

3. Las comunidades autónomas deberán informar al Ministerio de Medio Ambiente, al menos una vez al año, de la inclusión de montes en los Registros de Montes Protectores y de Montes Protegidos.

Artículo 24 quáter. Régimen jurídico de los montes protectores y protegidos. 

1. La gestión de los montes protectores y protegidos de titularidad privada corresponde a sus propietarios, que deberán presentar a la Administración Forestal competente el correspondiente Proyecto de Ordenación de montes o Plan Dasocrático.

2. Los montes protegidos se regirán por su legislación específica, regulándose sus usos y aprovechamientos, si estuvieran autorizados, por las disposiciones de la legislación de montes, en lo que no se oponga a su régimen especial.

3. Las limitaciones que se establezcan en la gestión de los montes protectores y protegidos  por razón de las funciones ecológicas, de protección o sociales que cumplen, podrán ser compensadas económicamente en los términos previstos en el Capítulo III del Título VI de esta Ley.

4. Cuando los propietarios de los montes protectores y protegidos incumplieren las obligaciones que con arreglo a esta Ley les corresponden y, en especial, la de redactar y presentar el correspondiente proyecto de ordenación de montes o plan dasocrático a la Administración Forestal, ésta podrá declararlos de utilidad pública a efectos de expropiación forzosa e inclusión en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública.

10. El artículo 25.1.b) queda redactado en los siguientes términos:

b) De montes declarados protectores y protegidos conforme a los artículos 24 y 24 bis. 

11. El artículo 32 queda redactado en los siguientes términos:

Artículo 32. La gestión forestal sostenible. Normativa básica para la ordenación y el aprovechamiento de montes.

1. Los montes deben ser gestionados de forma sostenible, integrando los aspectos ambientales con las actividades económicas, sociales y culturales, con la finalidad de conservar el medio natural al tiempo que generar empleo y colaborar al aumento de la calidad de vida y expectativas de desarrollo de la población rural.

2. El Gobierno, previa consulta al Consejo Nacional de Bosques, la Comisión Nacional de Protección de la Naturaleza y las comunidades autónomas, a través de la Conferencia Sectorial, aprobará la normativa básica reguladora de los requisitos mínimos de ordenación y el aprovechamiento de montes, en relación con los siguientes aspectos:

a) La adaptación a los montes españoles de los criterios e indicadores de sostenibilidad, su evaluación y seguimiento, de conformidad con los criterios establecidos en resoluciones internacionales y convenios en los que España sea parte y, en particular, los requeridos para los montes incluidos en la Red Natura 2000.

b) El contenido mínimo de las instrucciones de ordenación y aprovechamiento de montes, para garantizar su gestión sostenible. 

3. Corresponde a las comunidades autónomas la aprobación de las Instrucciones de ordenación y aprovechamiento de montes.

12. El artículo 34 queda redactado en los siguientes términos:

Artículo 34. Gestión de montes catalogados, montes protectores y montes protegidos 

1. Los montes protectores, así como los montes catalogados que reúnan las características enumeradas en los artículos 13 b) y 24.1, se gestionarán con el fin de lograr la máxima estabilidad de la masa forestal, evitando la fragmentación de los montes, aplicando métodos selvícolas que persigan prioritariamente el control de la erosión, del peligro de incendio, de los daños por nieve, vendavales, inundaciones y riadas o de otros riesgos para las características protectoras del monte.

2. Los montes protegidos, así como los montes catalogados que reúnan las características enumeradas en el artículo 24.bis.1, se gestionarán garantizando su mantenimiento en un estado de conservación favorable o, en su caso, la restauración de los valores que motivaron dicha declaración.

3. La gestión de los montes protectores o protegidos que no dispongan de Proyecto de Ordenación de montes o Plan Dasocrático se ajustará al instrumento de planificación vigente en la zona. Si tampoco existiera este instrumento, los aprovechamientos que se quieran realizar en estos montes deberán  atenerse a lo establecido en el artículo 37 de la presente Ley y, en todo caso, siempre asegurando la conservación de los valores que determinaron su declaración.

4. La gestión de los montes protegidos incluidos en Zonas de Peligro de incendio forestal la gestión se ajustará a lo establecido en el artículo 48 de esta ley.

13. El artículo 35 queda redactado en los siguientes términos:
Artículo 35. Certificación forestal.

Las Administraciones públicas deben garantizar que el proceso de certificación forestal sea libre y voluntario, así como velar por que los sistemas de certificación forestal establezcan requisitos en relación con los criterios ambientales y sociales que permitan su homologación internacional.

Las Administraciones públicas adoptarán las medidas oportunas para favorecer la adquisición de maderas y productos forestales procedentes de bosques certificados en los procedimientos de contratación pública. 

14. El artículo 36.5 queda redactado en los siguientes términos:
5. Los aprovechamientos en los montes afectados por las zonas de servidumbre, policía, o afección de los dominios públicos hidráulico, marítimo-terrestre, de carreteras o ferroviario precisarán de la autorización prevista en la legislación específica.

15. El artículo 37 queda redactado en los siguientes términos:

Artículo 37. Aprovechamientos maderables y leñosos.
Los aprovechamientos maderables y leñosos se regularán por el órgano forestal de la comunidad autónoma.

En los montes no gestionados por dicho órgano forestal, estos aprovechamientos requerirán autorización administrativa previa

16. El artículo 46.1 queda redactado en los siguientes términos:

1. Con la finalidad de coordinar los dispositivos de extinción de incendios forestales, de forma que sea posible la asistencia recíproca de las Administraciones competentes y la utilización conjunta de los medios personales y materiales, el Gobierno, a propuesta de la Comisión Nacional de Protección de la Naturaleza, asistida por el Comité de Lucha contra Incendios Forestales, establecerá las directrices comunes para la formación, preparación y equipamiento del personal y para la normalización de los medios materiales.

17. El artículo 47.3 queda redactado en los siguientes términos:

3. La Administración responsable de la extinción podrá asumir la defensa jurídica del director técnico y del personal bajo su mando en los procedimientos seguidos ante los órdenes jurisdiccionales civil y penal por posibles responsabilidades derivadas de las órdenes impartidas y las acciones ejecutadas en relación con la extinción del incendio.

18. El artículo 49.2 queda redactado en los siguientes términos:

2. Se promoverá el desarrollo y puesta en marcha del Seguro de Incendios Forestales en el marco de lo previsto en la Ley 87/1978, de 28 de diciembre, de seguros agrarios combinados. Los propietarios que suscriban el seguro tendrán prioridad para acogerse a las subvenciones previstas en el artículo 64 de esta ley, cuando éstas se financien con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.

19. El artículo 50.1 queda redactado en los siguientes términos:

1. Las comunidades autónomas deberán garantizar las condiciones para la restauración de los terrenos forestales incendiados, quedando prohibido:

-  el cambio de uso forestal al menos durante 30 años

- toda actividad incompatible con el desarrollo de la vegetación que originalmente existiera en el predio antes del incendio, durante el periodo que determine la legislación autonómica.

Las delimitaciones, clasificaciones y caracterizaciones de la vegetación forestal recogidas en los Planes de Ordenación de Recursos Forestales (PORF) o en los instrumentos de planeamiento territorial aprobados por las diferentes comunidades autónomas serán los instrumentos de referencia de la vegetación existente y de las características de la misma en los terrenos forestales incendiados. En su defecto, los instrumentos de referencia serán el Inventario Forestal Nacional y el Mapa Forestal.

20. El artículo 58 queda redactado en los siguientes términos:

Artículo 58. Extensión, policía y guardería forestal

1. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, deberán desempeñar, entre otras, las siguientes funciones de extensión, policía y guardería forestal:

a. De policía, custodia y vigilancia para el cumplimiento de la normativa aplicable a la conservación de la biodiversidad, en particular, la relativa a las materias forestal y de conservación de la naturaleza, especialmente las de prevención, detección e investigación de la causalidad de incendios forestales.

b. De asesoramiento facultativo en tareas de extensión y gestión forestal y de conservación de la naturaleza.

Los profesionales que realicen estas funciones contarán con la formación específica que les capacite para su correcto desarrollo.

2. Para fomentar las labores citadas, la Administración forestal podrá establecer acuerdos con los agentes sociales representativos.

3. Las actas de inspección y denuncia realizadas por los agentes forestales o medioambientales en el ejercicio de sus funciones, como documentos públicos, tendrán valor probatorio respecto de los hechos reflejados en ellas. 
21. Los apartados 1 y 3 del artículo 63 quedan redactados en los siguientes términos:

1. Los incentivos recogidos en los artículos 64 a 66 siguientes, cuando se financien con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, se aplicarán a montes ordenados de propietarios privados y de entidades locales. Los montes protectores, los protegidos y los catalogados y, en particular, aquellos en espacios naturales protegidos o en la Red Natura 2000 tendrán preferencia en el otorgamiento de estos incentivos.

3. En el acceso a las subvenciones para la prevención contra incendios forestales, cuando se financien con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, tendrán prioridad los montes que se encuentren ubicados en una zona de alto riesgo de incendio con un plan de defensa contra incendios vigente, de acuerdo con el artículo 48.
22. La Disposición Final Tercera queda redactada en los siguientes términos:

El Gobierno, en el ámbito de sus competencias, dictará las disposiciones necesarias para el desarrollo de esta Ley. 

Disposición final primera. Modificación de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal.

1. El párrafo segundo del artículo 18.1 queda redactado en los siguientes términos:

En la Fiscalía de la Audiencia Nacional y en cada Fiscalía de los Tribunales Superiores de Justicia y de las Audiencias Provinciales, existirá una Sección de Menores a la que se encomendarán las funciones y facultades que al Ministerio Fiscal atribuye la Ley Orgánica Reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores. En los Tribunales Superiores de Justicia y de las Audiencias Provinciales existirán Secciones contra la Violencia sobre la Mujer y Secciones de Medio Ambiente especializadas en delitos relativos a la ordenación del territorio, la protección del patrimonio histórico, el medio ambiente y los incendios forestales. A estas Secciones serán adscritos Fiscales que pertenezcan a sus respectivas plantillas, teniendo preferencia aquellos que por razón de las anteriores funciones desempeñadas, cursos impartidos o superados o por cualquier otra circunstancia análoga, se hayan especializado en la materia. No obstante, cuando las necesidades del servicio así lo aconsejen podrán actuar también en otros ámbitos o materias.

2. Se añade un nuevo artículo 18 quinquies, que tendrá la siguiente redacción:
Artículo 18 quinquies. 

1. El Fiscal General del Estado nombrará, oído el Consejo Fiscal, como delegado, un Fiscal contra los delitos relativos a la ordenación del territorio y la protección del patrimonio histórico, del medio ambiente e incendios forestales, con categoría de Fiscal de Sala, que ejercerá las siguientes funciones:

a) Practicar las diligencias a que se refiere el artículo 5 del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, e intervenir, directamente o a través de instrucciones impartidas a los delegados, en aquellos procesos penales de especial trascendencia apreciada por el Fiscal General del Estado, referentes a delitos medioambientales, contra la ordenación del territorio y el patrimonio histórico artístico.

b) Ejercitar la acción pública en cualquier tipo de procedimientos, directamente o a través de instrucciones impartidas a los delegados, cuando la misma venga prevista en las diferentes leyes y normas de carácter medioambiental, con objeto de restablecer el orden medioambiental perturbado, exigiendo las responsabilidades que procedan.

c) Supervisar y coordinar la actuación de las secciones especializadas de medio ambiente y recabar los informes oportunos, dirigiendo por delegación del Fiscal General del Estado la Red de Fiscales de medio ambiente.

d) Coordinar las Fiscalías en materia de medio ambiente unificando los criterios de actuación, para lo cual podrá proponer al Fiscal general la emisión de las correspondientes instrucciones y reunir cuando proceda a los Fiscales integrantes de las secciones especializadas.

e) Elaborar anualmente y presentar al Fiscal General del Estado un informe sobre los procedimientos seguidos y actuaciones practicadas por el Ministerio Fiscal en materia de medio ambiente, que será incorporado a la Memoria anual presentada por el Fiscal General del Estado.

Disposición final segunda. Habilitación competencial.

Esta ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.23ª de la Constitución, salvo la disposición final primera, que se dicta al amparo del artículo 149.1.5ª de la Constitución.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

Esta ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
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